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1. Texto íntegro de la ponencia entregada por el profesor JIMÉNEZ SÁNCHEZ, quien no pudo acudir a la inauguración del III Encuentro Interautonómico por motivos de enfer- 
medad. El texto se encuentra fechado el día 9 de agosto de 2010, cuando el autor aún 
formaba parte del Tribunal Constitucional. 
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CHO A LA VIDA, A LA INTEGRIDAD FISICA Y MORAL Y A LA PROTEC-
CIÓN A LA SALUD. 
1. ALGUNOS P
RONUNCIAMIENTOS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL QUE... 
cuestiones de inconstitucionalidad será el objeto de una exposición 
abor
que, en el conjunto de las programadas en este Encuentro, destinado a 	- dar las más trascendentes cuestiones que plantea el tema de la p rotec-
ción jurídica del paciente como consumidor, resulta sin duda menor y 
no puede ofrecer sino un relativo cierto interés (quizá sólo muy relativa-mente interés cierto). Y esta reducida significación del excurso sobre la doctrina establecida por el intérprete último de la Constitución que les 
propongo no creo que traiga causa, en modo alguno, de que carezca de 
relevancia esta doctrina, sino de su incidencia básicamente tangencial 
en la temática esencial abierta en esta ocasión a nuestras reflexiones, por 
lo que voy a limitarme a recordar esta doctrina al hilo de los casos que 
dieron lugar a su formulación, sin añadir ninguna consideración perso 
nal sobre ella (al menos, ese es mi propósito, que espero no traicionar 
excesivamente), puesto que, de un lado, de seguro no tendría sino  significación marginal o meramente anecdótica lo que yo pudier una y, 	 a decir, de otro, podría resultar improcedente y justamente criticable que,for- 
mando parte del Tribunal en el que me integro, tomara partido sobre 
cuestiones que han sido o podrían ser planteadas ante él para su enjui-ciamiento. 
Una última advertencia. En mi exposición prescindiré del examenmeo 
 en 
de las resoluciones (Autos y Sentencias) del Tribunal Constitucion 
las cuales las referencias a cuestiones específicas suscitadas en relación 
con el derecho a la salud sólo tienen una relevancia menor, en cuanto 
se producen, no ya como dicta argumentativos, sino como meros 
obiter dicta (sobre el valor atribuible a unos y otros vid. STC 6/1991, de 15 de enero, FJ 4) en el contexto de los análisis concretos que reclama la 
fundamentación jurídica de los fallos demandados al intérprete su-
premo de la Constitución. Tales son los casos, entre otros, de las pronun-
ciadas para definir el alcance de determinadas competencias estatales y autonómicas (valga, ad. es., la cita de las SSTC 62/2008, de 26 de mayo, 
y 31/2010, de 28 de junio), o el de aquellas en las que no se considera 
por el Tribunal significativa la incidencia de la salud de los implicados 
en situaciones en las cuales pueden resultar vulnerados otros derechos 
fundamentales, como (art. 14 CE) el de igualdad ante la ley y, específi-
camente, el de no estar sometidos a prácticas discriminatorias (también 
a simple título ejemplificativo valga la cita de la STC 62/2008). 
Quede así justificado el limitado alcance de mi exposición; solici-
tada de antemano indulgencia por su consiguiente pobreza; y trasferida 
la responsabilidad de que no vaya a ser la mejor inversión posible de 
su tiempo la que harán dedicando su atención a ella a los verdaderos 
culpables institucionales de que la efectúe: los directores del 
Encuentro. 
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1. INTRODUCCIÓN 
Creo que resulta obligado, no sólo por cortesía, sino para ser fiel a 
un sentimiento sincero, expresar en estas primeras palabras mi gratitud 
a los directores de nuestro Encuentro por su cordial invitación a estar 
presente en él. Su hospitalidad me hace posible compartir, en la siempre 
grata y acogedora ciudad de Santander y en el propicio marco que para 
ello brinda la Universidad Internacional Menéndez y Pelayo, ideas y 
reflexiones sobre el tópico (en el sentido anglosajón del término, cuyo 
empleo con tal significado desaconseja el «Diccionario panhispánico de 
dudas» de la Real Academia Española y la Asociación de Academias de la 
Lengua Española) que nos congrega. 
Y dicho esto permítaseme que, también casi telegráficamente, pre-
cise el muy limitado sentido de mi intervención. 
Las ideas centrales que van a presidirla son, de una parte, la de que 
el art. 15 de la Constitución Española proclama, como el primero de los 
derechos fundamentales reconocidos en la Sección la del Capítulo II de 
su Título I, el derecho a la vida y a la integridad física (en el que, aun cuando 
ello no ha dejado de suscitar algunas reservas, como las apuntadas por 
el Magistrado don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez en su voto particular 
a la STC 160/2007, de 2 de julio, ha de entenderse comprendido el dere-
cho a la no agresión a la salud —vid. ad. es., art. 3 de la Carta de los 
derechos fundamentales de la Unión Europea—) y moral de todos (es decir, 
de todos los hombres y mujeres, no sólo de los ciudadanos españoles 
—STC 236/2007, de 7 de noviembre—), y expresamente excluye, a modo 
de corolario de este principio, la posibilidad de que jurídicamente re-
sulte admisible, en ningún caso, que pueda alguien ser sometido a tor-
tura, a pena o a trato inhumano o degradante. Y, de otra, la de que el 
art. 43.1 de la misma Ley de leyes, configurándolo como uno de los princi-
pios rectores de la política social y económica enunciados en el Capítulo III 
de su Título I, reconoce el derecho a la protección de la salud. 
La proyección de los principios afirmados en estos preceptos consti-
tucionales sobre las resoluciones judiciales y administrativas o las nor-
mas legales sometidas al enjuiciamiento del Tribunal Constitucional en 
virtud de la interposición de recursos de amparo o el planteamiento de 
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2. DERECHO A LA VIDA, A LA INTEGRIDAD FÍSICA Y MORAL Y 
A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD DE LOS RECLUSOS EN INSTI-
TUCIONES PENITENCIARIAS 
2.1. INCIDENCIA SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE UNA PENA PRIVATIVA 
DE LIBERTAD DEL ESTADO DE SALUD DEL REO 
En la STC 5/2002, de 14 de enero (ponencia del Magistrado don 
Pablo García Manzano), al resolver un recurso interpuesto contra diver-
sas resoluciones denegatorias de la suspensión de una pena privativa 
de libertad (nueve meses de prisión) solicitada por un reo que alegaba 
sufrir una enfermedad muy grave con padecimientos incurables, el Tri-
bunal advirtió que, dado que el recurrente aducía en su demanda de 
amparo que el cumplimiento de la pena privativa de libertad habría 
de suponer en el caso «la imposibilidad de acceder a tratamientos dignos y 
apropiados, con la consecuente posible agravación de su enfermedad, infligién-
dole un sufrimiento insostenible, con riesgo, incluso, de [hacerle] contraer en-
fermedades que le llevarían a una muerte segura», «es evidente que la decisión 
judicial se conecta [...] con [los] derechos fundamentales [del recurrente] a la 
vida y a la integridad ftsica y moral». 
Esto sentado, analizando si en el caso se habían vulnerado o no «los 
derechos fundamentales a la vida y a la integridad física y moral del recu-
rrente», el Tribunal precisó que: 
«[E]n el supuesto [...], la jurisdicción ordinaria no ha lesionado los dere-
chos fundamentales a la vida y a la integridad ftsica y moral del recurrente. En 
efecto [...], habiéndose solicitado la suspensión de ejecución de la pena por vía 
del artículo 80.4 del Código Penal, que exige estar aquejado de una enfermedad 
muy grave que ocasione padecimientos incurables, el órgano judicial llega a la 
conclusión, de manera razonable, [...] de que [...] no es posible entender que 
nos encontremos ante el presupuesto legalmente previsto para otorgar la 
suspensión,[...] 
E• • .1 
[E]l derecho a que no se dañe o perjudique la salud personal queda com-
prendido en el derecho a la integridad personal del artículo 15 CE, si bien no 
todo supuesto de riesgo o daño para la salud implica una vulneración del dere-
cho fundamental a la integridad ftsica y moral, sino tan sólo aquél que genere 
un peligro grave y cierto para la misma. 
[E]l órgano judicial [...] entiende que la enfermedad del penado no reviste 
caracteres que permitan considerar que el ingreso en prisión vaya a suponer un 
riesgo significativo para su vida o integridad, atendiendo a las circunstancias 
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presentes en el centro penitenciario, sino que, además, afirma que en éste existen 
los medios adecuados para tratar suficientemente su enfermedad, [de lo que concluye la] inexistencia de riesgo grave y cierto para la vida e integridad, 
tanto ftsica como moral, del recurrente; [a lo que se añade] que el tratamiento 
seguido por el condenado sufre retrasos como consecuencia de que éste ha fal-
tado a dos citas para la realización de los pertinentes análisis. 
En definitiva, todas [estas] consideraciones [...) determinan que la deci-
sión del órgano judicial [...] no lesione los derechos fundamentales a la vida y 
a la integridad ftsica y moral del recurrente [...]». 
Años antes, al examinar el caso planteado por la solicitud de excar-
celación de un recluso que alegaba padecer una incurable dolencia coro-
naria grave, la STC 48/1996, de 25 de marzo (ponencia del Magistrado 
don Rafael de Mendizábal y Allende), había afirmado que: 
«La Constitución proclama el derecho a la vida y a la integridad, en su 
doble dimensión física y moral (art. 15 C.E.). 	Administración peniten- 
ciaria no sólo ha de cumplir el mandato constitucional con una mera inhibición 
respetuosa, negativa pues, sino que le es exigible una función activa para el 
cuidado de la vida, la integridad corporal y, en suma, la salud de los hombres 
y mujeres separados de la sociedad por medio de la privación de su libertad [...] 
La puesta en libertad condicional de quienes padezcan una enfermedad 
muy grave y además incurable tiene su fundamento en el riesgo cierto que para 
su vida y su integridad física [...] pueda suponer la permanencia en el recinto 
carcelario. [...] [N]o exige la existencia de un peligro inminente o inmediato 
ni tampoco significa que cualquier dolencia irreversible provoque el paso al 
tercer grado penitenciario si no se dieren las otras circunstancias antes indica-
das además de las previstas en el Código Penal, entre ellas, [...] la menor 
peligrosidad de los así libertos por su misma capacidad disminuida. [...] 
i• • .1 
El mismo juicio, desde la perspectiva constitucional [...], merece [...] otro 
razonamiento utilizado [...] para denegar la libertad condicional. "En la mano 
del interno [se dijo] está aliviar su enfermedad, optando por someterse a una 
intervención quirúrgica, la cual podrá ser realizada por un médico de la con-
fianza del propio interno o de sus familiares, con la adopción de las correspon-
dientes medidas cautelares personales". Paradójicamente, donde se hubiera ne-
cesitado un argumento jurídico, se cuela de rondón una opinión profana sobre 
un tema médico, ni siquiera compartida por todos los peritos en el arte. El 
derecho a la integridad ftsica y moral no consiente que se imponga a alguien 
una asistencia médica en contra de su voluntad, cualesquiera que fueren los 
motivos de esa negativa [...], que, por otra parte, es razonable en este caso si 
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se toman en cuenta las discrepancias entre los especialistas sobre la convenien-
cia de la operación, cuya eficacia ponen en duda varios de ellos. La decisión de 
permitir una agresión de esa envergadura aunque con finalidad curativa es 
personalísima y libérrima, formando parte inescindible de la protección de la 
salud como expresión del derecho a la vida». 
2.2. LA PRÁCTICA DE OBSERVACIONES RADIOLÓGICAS Y EL DERECHO 
A LA SALUD Y A LA INTEGRIDAD FÍSICA Y MORAL DEL SOMETIDO 
A ELLAS 
La STC 35/1996, de 11 de marzo (ponencia del Magistrado don José 
Gabaldón López), analizó el significado constitucional de la imposición 
a un recluso de la práctica de observaciones radiológicas, concluyendo 
al respecto que: 
«[E]/ derecho a la integridad física protegido por el art. 15 CE, al haber 
sido sometido el actor a sesiones de rayos X [...], podría verse afectado por 
actuaciones coactivas que, con justificación en las normas de seguridad peniten-
ciaria, puedan determinar un riesgo inmediato o futuro para la salud, puesto 
que también el derecho [...] a que no se dañe o perjudique la salud personal 
queda comprendido en el derecho a la integridad personal, el cual [...] resultará 
afectado incluso en el caso de que "se imponga a una persona asistencia médica 
en contra de su voluntad", y, por consiguiente, esa asistencia médica coactiva 
constituirá limitación vulneradora del derecho fundamental, a no ser que tenga 
justificación constitucional [...] 
[...]Puede [...] afirmarse que aquel peligro para la salud y la integridad 
física existe si las radiaciones utilizadas como medida de seguridad penitencia-
ria tuviesen lugar con excesiva intensidad, las sesiones fuesen excesivamente 
frecuentes y no separadas por el tiempo adecuado y se practicasen en forma 
técnicamente inapropiada o sin observar las garantías científicamente exigibles. 
Dentro de esta perspectiva de protección del derecho fundamental a la integri-
dad física del interno han de examinarse, pues, prácticas como las [cuestiona-
das] en garantía de que los efectos dañosos para la salud no vayan a producirse, 
[y dichas prácticas] habrán de llevarse a cabo con todas las prevenciones nece-
sarias a tal efecto, determinando previamente si [eran] práctica[sl necesaria[s] 
y adecuada[s] al fin de seguridad pretendido y previniendo razonablemente que 
el riesgo queda cortado mediante la observancia de las precauciones precisas 
para la inocuidad de aquélla[s], tales como la utilización de aparatos idóneos, 
que el nivel de radiación sea adecuado y controlado, los intervalos de aplicación 
suficientes, etc., según las técnicas internacionalmente experimentadas y admi-
tidas [...] 
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En el caso, [...] el dictamen facultativo no reveló que las técnicas de aplica-
ción y la periodicidad de los exámenes hubieran superado el nivel de riesgo 
exigible para temer o considerar daños futuros a la salud y consiguiente vulne-
ración del derecho a la integridad física [...1 
A ello se agrega que el fin perseguido era el de garantizar la seguridad del 
establecimiento, y aunque tales razones de seguridad no puedan constituir con 
carácter general el único soporte de dichas exploraciones radiológicas, en el caso 
concurren con el historial del interno, quien [...] tiene acreditado en su expe-
diente penitenciario intentos de agresión, destrozo de celda, intentos de fuga, y 
se le han ocupado en diversas ocasiones objetos prohibidos, incluso una sierra, 
que revelan su peligrosidad. De ahí, que aparezcan justificados aquellos fines 
de seguridad en relación con la práctica de las observaciones radiológicas de-
nunciadas». 
2.3. LA PRÁCTICA DE INTERVENCIONES CORPORALES OBLIGATORIAS 
Y EL DERECHO A LA SALUD, A LA INTEGRIDAD FÍSICA Y MORAL 
Y A LA INTIMIDAD 
La STC 207/1996, de 16 de diciembre (ponencia del Magistrado don 
Vicente Gimeno Sendra) se dictó en un recurso de amparo interpuesto 
contra las resoluciones que ordenaban la práctica de una intervención 
corporal y el análisis por un laboratorio especializado del pelo del recu-
rrente al objeto de determinar: 
«[S]i es consumidor de cocaína u otras sustancias tóxicas o estupefacientes 
y, si fuera adicto a las mismas sustancias mencionadas, el tiempo desde que lo 
pudiera ser, informando igualmente del grado de fiabilidad científica de la 
prueba realizada, para lo cual se le requería a que accediera a que el Médico 
Forense procediera a "cortar(le) cabellos de diferentes partes de la cabeza, y la 
totalidad del vello de las axilas", con el apercibimiento de que su negativa 
podría suponer la comisión de un delito de desobediencia a la autoridad 
judicial». 
El recurso de amparo enfrentó al Tribunal Constitucional con la 
necesidad de determinar si el requerimiento para soportar una interven-
ción corporal había podido suponer una vulneración del derecho funda-
mental a la integridad física (art. 15 CE). 
Ésta fue la doctrina establecida por el Tribunal Constitucional: 
[...] «Aunque el derecho a la integridad física se encuentra evidentemente 
conectado con el derecho a la salud[...] su ámbito constitucionalmente prote-
gido no se reduce exclusivamente a aquellos casos en que exista un riesgo o 
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daño para la salud, pues dicho derecho resulta afectado por „  toda clase de inter-
vención (en el cuerpo) que carezca del consentimiento de su titular"». 
Resulta de ello, por tanto, que mediante el derecho a la integridad física lo 
que se protege es el derecho de la persona a la incolumidad corporal, esto es, su 
derecho a no sufrir lesión o menoscabo en su cuerpo o en su apariencia externa 
sin su consentimiento. El hecho de que la intervención coactiva en el cuerpo 
pueda suponer un malestar (esto es, producir sensaciones de dolor o sufri-
miento) o un riesgo o daño para la salud supone un plus de afectación, más no 
es una condición sine qua non para entender que existe una intromisión en 
el derecho fundamental a la integridad física. 
Con el fin de precisar aún más esta doctrina [...] habrá que señalar que, 
dentro de las diligencias practicables en el curso de un proceso penal como actos 
de investigación o medios de prueba (en su caso, anticipada) recayentes sobre 
el cuerpo del imputado o de terceros, resulta posible distinguir dos clases, según 
el derecho fundamental predominantemente afectado al acordar su práctica y 
en su realización: 
a) En una primera clase de actuaciones, las denominadas inspecciones y 
registros corporales, esto es, en aquellas que consisten en cualquier género de 
reconocimiento del cuerpo humano, bien sea para la determinación del imputado 
(diligencias de reconocimiento en rueda, exámenes dactiloscópicos o antropo-
mórficos, etc.) [...] o de circunstancias relativas a la comisión del hecho punible 
(electrocardiogramas, exámenes ginecológicos, etc.) o para el descubrimiento del 
objeto del delito (inspecciones anales o vaginales, etc.), en principio no resulta 
afectado el derecho a la integridad física, al no producirse, por lo general, lesión 
o menoscabo del cuerpo [...] 
b) Por contra, en la segunda clase de actuaciones, las calificadas por la 
doctrina como intervenciones corporales, esto es, en las consistentes en la ex-
tracción del cuerpo de determinados elementos externos o internos para ser 
sometidos a informe pericial (análisis de sangre, orina, pelos, uñas, biopsias, 
etc.) o en su exposición a radiaciones (rayos X, T.A.C., resonancias magnéticas, 
etc.), con objeto también de averiguar determinadas circunstancias relativas a 
la comisión del hecho punible o a la participación en él del imputado, el derecho 
que se verá por regla general afectado es el derecho a la integridad física (art. 
15 CE), en tanto implican una lesión o menoscabo del cuerpo, siquiera sea de 
su apariencia externa. Y atendiendo al grado de sacrificio que impongan de este 
derecho las intervenciones corporales podrán ser calificadas como leves o graves: 
leves, cuando, a la vista de todas las circunstancias concurrentes, no sean, 
objetivamente consideradas, susceptibles de poner en peligro el derecho a la 
salud ni de ocasionar sufrimientos a la persona afectada, como por lo general 
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ocurrirá en el caso de la extracción de elementos externos del cuerpo (como el 
pelo o uñas) o incluso de algunos internos (como los análisis de sangre), y 
graves, en caso contrario (por ejemplo, las punciones lumbares, extracción de 
líquido cefalorraquídeo, etc.). 
[...] 
Una vez constatada la afectación por la intervención corporal [...] del 
derecho fundamental a la integridad física [ha de concretarse] si el sacrificio 
de tal derecho fundamental es susceptible de alcanzar una justificación constitu-
cional objetiva y razonable. 
A tal efecto, conviene recordar los requisitos que conforman nuestra doc-
trina sobre la proporcionalidad[...]: que la medida limitativa del derecho funda-
mental esté prevista por la Ley, que sea adoptada mediante resolución judicial 
especialmente motivada, y que sea idónea, necesaria y proporcionada en relación 
con un fin constitucionalmente legítimo. A todos ellos hay que sumar otros 
derivados de la afectación a la integridad física, como son que la práctica de la 
intervención sea encomendada a personal médico o sanitario, [y] la exigencia 
de que en ningún caso suponga un riesgo para la salud. 
[...] [L]a Constitución, en su art. 15 no prevé expresamente la posibilidad 
de un sacrificio legítimo del derecho a la integridad física (a diferencia, por 
ejemplo, de lo que ocurre con los derechos a la inviolabilidad del domicilio o al 
secreto de las comunicaciones —art. 18.2 y 3 C.E.—), más ello no significa que sea 
derecho absoluto, pues puede ceder ante razones justificadas de interés general 
convenientemente previstas por la Ley, entre las que, sin duda, se encuentra la 
actuación del ius puniendi [...] 
[Y, desde luego], el interés público propio de la investigación de un delito, 
y, más en concreto, la determinación de hechos relevantes para el proceso penal 
son, desde luego, causa[s] legítima[s] que puede[n] justificar la realización de 
una intervención corporal, siempre y cuando dicha medida esté prevista por la 
Ley [no simplemente autorizada por vía reglamentaria]. 
La necesidad de previsión legal específica para las medidas que supongan 
una injerencia en el derecho a la integridad física está establecida expresamente 
en el art. 8 del C.E.D.H., en la medida en que la jurisprudencia del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos incluye tal derecho dentro del más genérico 
derecho "al respeto de la vida privada y familiar” [...] 
La anterior exigencia ha sido recordada por la doctrina [del Tribunal Constitucional]: en el supuesto de las exploraciones ginecológicas a los fines 
de un procedimiento penal [...]; en los procesos civiles de investigación de la 
paternidad; [...] en relación con la asistencia médica obligatoria a internos en 
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huelga de hambre [y en...] la práctica de observaciones radiológicas sobre inter-
nos como medida de vigilancia y seguridad [...] 
E 	.1 
A diferencia de lo que ocurre con otras medidas restrictivas de derechos 
fundamentales que pueden ser adoptadas en el curso del proceso penal (entradas 
y registros en domicilio —art. 18.2 C.E.—, intervención de las comunicaciones 
—art. 18.3 C.E.—, etc.), no existe en la Constitución en relación con las inspec-
ciones e intervenciones corporales, en cuanto afectantes al derecho a la integri-
dad física, reserva absoluta alguna de resolución judicial, con lo que se plantea 
el problema relativo a si sólo pueden ser autorizadas, al igual que aquellas otras, 
por los Jueces y Tribunales, esto es, mediante resolución judicial. 
[...] 
[La] exigencia de monopolio jurisdiccional en la limitación de los derechos 
fundamentales resulta, pues, aplicable a aquellas diligencias que supongan una 
intervención corporal, sin excluir, ello no obstante (debido precisamente a esa 
falta de reserva constitucional en favor del juez), que la Ley pueda autorizar a 
la policía judicial para disponer, por acreditadas razones de urgencia y necesi-
dad, la práctica de actos que comporten una simple inspección o reconocimiento 
o, incluso, una intervención corporal leve, siempre y cuando se observen en su 
práctica los requisitos dimanantes de los principios de proporcionalidad y razo-
nabilidad. 
E...] 
[Por otra parte, según] doctrina reiterada [del Tribunal Constitucio-
nal], una exigencia común y constante para la constitucionalidad de cualquier 
medida restrictiva de derechos fundamentales, [...] entre ellas las que supongan 
una injerencia en los derechos a la integridad física y a la intimidad, [...] y 
más en particular de las medidas restrictivas de derechos fundamentales adopta-
das en el curso de un proceso penal [...] viene determinada por la estricta 
observancia del principio de proporcionalidad[,] [lo que exige que la medida 
adoptada]: a) sea idónea (apta, adecuada) para alcanzar el fin constitucional-
mente legítimo perseguido con ella (art. 18 C.E.D.H.), esto es, que sirva objeti-
vamente para determinar los hechos que constituyen el objeto del proceso penal; 
b) sea necesaria o imprescindible para ello, esto es, que no existan otras medidas 
menos gravosas que, sin imponer sacrificio alguno del derecho fundamental a 
la integridad física o con un menor grado de sacrificio, sean igualmente aptas 
para conseguir dicho fin; y c) que, aun siendo idónea y necesaria, el sacrificio 
que imponga de tales derechos no resulte desmedido en comparación con la 
gravedad de los hechos y de las sospechas existentes. 
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Del art. 15 C.E. cabe derivar, por último, una serie de exigencias específi-
cas relativas a la práctica de las intervenciones corporales, de alguna manera 
referibles también al principio de proporcionalidad, las cuales cabe sustantivizar 
en los siguientes términos [...]: 
a) En ningún caso podrá acordarse la práctica de una intervención corpo-
ral cuando pueda suponer, bien objetiva, bien subjetivamente, para quien tenga 
la obligación de soportarla un riesgo o quebranto para su salud. 
b) En cualquier caso, la ejecución de tales intervenciones corporales se 
habrá de efectuar por personal sanitario, que deberá ser personal médico especia- 
lizado en el supuesto de intervenciones graves que lo requieran por sus caracte-
rísticas. 
c) Y, en todo caso, la práctica de la intervención se ha de llevar a cabo con 
respeto a la dignidad de la persona [...] 
En el supuesto contemplado se otorgó amparo al recurrente porque: 
A) En primer término, los preceptos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
en que se fundamentan las resoluciones impugnadas para ordenar la interven-
ción corporal del recurrente (en concreto, el art. 339 en relación con el art. 
311), no prestan a esta concreta medida restrictiva del derecho a la integridad 
física la cobertura legal requerida por nuestra doctrina para todo acto limitativo 
de los derechos fundamentales. 
[...] 
La misma conclusión ha de predicarse, aunque por distintas razones, res-
pecto al art. 339 L.E.Crim., precepto que, si bien autoriza expresamente al Juez 
instructor a ordenar de oficio la realización de determinados informes periciales, 
no menos expresamente prevé que dichos dictámenes se limiten al "cuerpo del 
delito" (denominación que recibe el Capítulo II del Título V del Libro II de la 
L.E.Crim., en el que se inscribe el mencionado precepto), entendiendo por tal 
"las armas, instrumentos o efectos de cualquiera clase que puedan tener relación 
con el delito y se hallen en el lugar en que se cometió, o en sus inmediaciones, 
o en poder del reo, o en otra parte conocida" (art. 334.1 L.E.Crim.). En conse-
cuencia, al amparo de este precepto, la autoridad judicial podrá acordar, entre 
muchos otros de distinta índole, el análisis pericial de cualesquiera elementos 
del cuerpo humano (tales como sangre, semen, uñas, cabellos, piel, etc.) que 
hayan sido previamente aprehendidos en alguno de los lugares previstos en la 
norma, pero no encontrará en ésta el respaldo legal necesario para ordenar la 
extracción coactiva de dichos elementos de la persona del imputado. 
E. • .E 
B) Tampoco [cabía] estimar, en segundo término, que la medida de inter- 
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vención corporal acordada en el caso por las resoluciones judiciales impugnadas 
en amparo se [atuviera] a la exigencia de "necesidad" requerida por la regla 
constitucional de proporcionalidad de los sacrificios, que debe presidir la adop-
ción de medidas limitativas de derechos fundamentales. 
[En efecto] [...], para que tal exigencia concurra en una determinada 
medida limitativa de los derechos fundamentales es preciso que su adopción se 
revele objetivamente imprescindible para el aseguramiento de un bien o interés 
constitucionalmente relevante, lo que, trasladado al ámbito particular del pro-
ceso penal, ha de habilitar a la autoridad judicial a decretar tales medidas única-
mente cuando su adopción sea indispensable para asegurar "la defensa del inte-
rés público que se pretende defender mediante el ejercicio del "ius puniendi" 
[...] lo que tan solo acontecerá cuando su puesta en práctica permita acreditar, 
desde un punto de vista objetivo, la existencia de alguno o algunos de los hechos 
constitutivos del tipo delictivo objeto de investigación y, desde el subjetivo, la 
participación del imputado en los mismos. 
[Y es claro que] un examen de contraste entre los delitos cuya presunta 
comisión se imputa al recurrente en amparo (que inicialmente fueron los de 
cohecho y contra la salud pública, y, tras dictarse auto de procesamiento, los de 
prevaricación y cohecho), y la finalidad perseguida por la intervención corporal 
acordada por la autoridad judicial (que es únicamente la de "determinar si J. 
B. L. es consumidor de cocaína, u otras sustancias tóxicas o estupefacientes, y 
si fuera adicto a las mismas sustancias mencionadas, el tiempo desde que lo 
pudiera ser"), desvela que la citada medida no resulta objetivamente imprescin-
dible para acreditar la existencia de los hechos delictivos investigados, ni la 
comisión de los mismos por el imputado. 
Baste con advertir, en este sentido, que el resultado a obtener de llevarse 
a la práctica la intervención corporal cuestionada —el de acreditar si el recu-
rrente en amparo ha consumido o no cocaína o alguna otra droga— no sería 
suficiente por sí solo, ni para sostener su falta de participación en los hechos 
que se le imputan, ni para fundamentar en su día una sentencia condenatoria 
por los delitos de prevaricación y cohecho por los que ha sido procesado. 
• 
C) [Finalmente], aun cuando se admitiese que, en el caso, el análisis 
pericial del cabello rasurado extraído coactivamente de distintas partes del 
cuerpo del imputado pudiera ser, abstractamente considerada, una medida nece-
saria a los fines de la investigación penal, no por ello las resoluciones judiciales 
impugnadas resultarían enteramente acordes con la exigencia constitucional de 
proporcionalidad, pues, en la determinación acerca de si una medida restrictiva 
de los derechos fundamentales es o no constitucionalmente proporcionada, se 
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deben tener en cuenta todas las circunstancias particulares que concurran en 
el caso, así como la forma en que se ha de llevar a la práctica la medida limita-
tiva de que se trate, todo ello, como es obvio, con el fin de no ocasionar al sujeto 
pasivo de la misma más limitaciones en sus derechos fundamentales que las 
estrictamente imprescindibles en el caso concreto. 
En este sentido, y a la vista de su contenido dispositivo, es evidente que 
las resoluciones impugnadas, tanto al ordenar que el informe pericial se remonte 
a "el tiempo desde que (el recurrente) lo pudiera ser (consumidor)" —lo que, en 
puridad, abarca toda su vida—, como al requerir que dicho informe comprenda 
el consumo "de cocaína u otras sustancias tóxicas o estufacientes" —y no sólo 
el de cocaína, que es la única sustancia que se sospecha pudo haber recibido 
como dádiva en el delito de cohecho que le es imputado—, incurren en una 
notoria desproporción entre el alcance que otorgan a la medida de intervención 
corporal y los resultados que se pretenden obtener con su adopción, razón por 
la cual dicha medida se revela, en este punto, lesiva del derecho a la intimidad 
del demandante de amparo». 
2.4. DERECHO A LA VIDA, A LA INTEGRIDAD FÍSICA Y MORAL Y A 
LA SALUD EN RELACIÓN CON LA ALIMENTACIÓN FORZOSA EN 
ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS DE INTERNOS DECLARA-
DOS EN HUELGA DE HAMBRE 
En más de una ocasión el Tribunal Constitucional se ha enfrentado 
con el problema de pronunciarse sobre la constitucionalidad o inconsti-
tucionalidad de resoluciones judiciales que ordenaban, por considerar 
que ello era necesario dado el estado de los conocimientos médicos en 
el momento, para precaver el riesgo de su muerte proceder a la alimen-
tación forzosa, por vía parenteral, de internos en centros penitenciarios 
declarados en huelga de hambre con la finalidad de exigir la satisfacción 
de determinadas solicitudes. 
Las SSTC 120/1990, de 27 de junio (ponencia de los Magistrados 
don Fernando García-Mon y González-Regueral, don Eugenio Díaz Ei-
mil y don Vicente Gimeno Sendra), y 137/1990, de 19 de julio (ponencia 
de los Magistrados don Jesús Leguina Villa, don José Luis de los Mozos 
y de los Mozos y don Vicente Gimeno Sendra), y 11/1991, de 17 de 
enero (ponencia del Magistrado don Fernando García-Mon y González-
Regueral) ante la alegación de que vulneraban derechos fundamentales 
las resoluciones judiciales que disponían que se suministrara asistencia 
conforme a criterios de la ciencia médica a unos reclusos en huelga de 
hambre, dado que su vida corría el peligro indicado, con apoyo en la 
consideración de que existe un derecho deber de la Administración pe- 
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nitenciaria de velar por la vida, la integridad y la salud de aquéllos, 
precisaron que: 
«El derecho fundamental a la vida [...] —art. 15 CE—, en cuanto derecho 
subjetivo, da a sus titulares la posibilidad de recabar el amparo judicial y, en 
último término, el del [Tribunal Constitucional] frente a toda actuación de 
los poderes públicos que amenace su vida o su integridad. De otra parte [...] 
impone a esos mismos poderes públicos y en especial al legislador, el deber de 
adoptar las medidas necesarias para proteger esos bienes, vida e integridad 
sica, frente a los ataques de terceros, sin contar para ello con la voluntad de 
sus titulares e incluso cuando ni siquiera quepa hablar, en rigor, de titulares de 
ese derecho. 
Tiene, por consiguiente, el derecho a la vida un contenido de protección 
positiva que impide configurarlo como un derecho de libertad que incluya el 
derecho a la propia muerte. Ello no impide, sin embargo, reconocer que, siendo 
la vida un bien de la persona que se integra en el círculo de su libertad, pueda 
aquélla fácticamente disponer sobre su propia muerte, pero esa disposición cons-
tituye una manifestación del agere licere, en cuanto que la privación de la 
vida propia o la aceptación de la propia muerte es un acto que la ley no prohíbe 
y no, en ningún modo, un derecho subjetivo que implique la posibilidad de 
movilizar el apoyo del poder público para vencer la resistencia que se oponga a 
la voluntad de morir, ni, mucho menos, un derecho subjetivo de carácter funda-
mental en el que esa posibilidad se extienda incluso frente a la resistencia del 
legislador, que no puede reducir el contenido esencial del derecho. 
En virtud de ello, no es posible admitir que la Constitución garantice en 
su art. 15 el derecho a la propia muerte y, por consiguiente, carece de apoyo 
constitucional la pretensión de que la asistencia médica coactiva es contraria a 
ese derecho constitucionalmente inexistente. 
[Por otra parte] [...] tampoco podría apreciarse que [...] se [produjera] 
vulneración de ese pretendido derecho a disponer de la propia vida [cuando] 
el riesgo de perderla [...] asumido no tiene por finalidad causarse la muerte, 
sino la modificación de una decisión de política penitenciaria que [se] trata de 
obtener incluso a expensas de [la] vida. 
[...] [L]a muerte de los recurrentes, consecuencia de su protesta reivindica-
tiva, [no sería] un resultado directamente deseado que permitiese hablar, en el 
caso de que existiese, de ejercicio del derecho fundamental a la propia muerte, 
ni, por consiguiente, que este supuesto derecho pued[a] haber sido vulnerado 
por la coacción terapéutica. 
Una vez establecido que la decisión de arrostrar la propia muerte no es un 
derecho, sino simplemente manifestación de libertad genérica, es oportuno seña- 
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lar la relevancia jurídica que tiene la finalidad que persigue el acto de libertad 
de oponerse a la asistencia médica, puesto que no es lo mismo usar de la libertad 
para conseguir fines lícitos que hacerlo con objetivos no amparados por la Ley, 
y, en tal sentido, una cosa es la decisión de quien asume el riesgo de morir en 
un acto de voluntad que sólo a él afecta, en cuyo caso podría sostenerse la 
ilicitud de la asistencia médica obligatoria o de cualquier otro impedimento a 
la realización de esa voluntad, y cosa bien distinta es la decisión de quienes, 
hallándose en el seno de una relación especial penitenciaria, arriesgan su vida 
con el fin de conseguir que la Administración deje de ejercer o ejerza de distinta 
forma potestades que le confiere el ordenamiento jurídico; pues, en este caso, la 
negativa a recibir asistencia médica sitúa al Estado, en forma arbitraria, ante el 
injusto de modificar una decisión, que es legítima mientras no sea judicialmente 
anulada, o contemplar pasivamente la muerte de personas que están bajo su 
custodia y cuya vida está legalmente obligado a preservar y proteger. 
Por consiguiente, [...] desde la perspectiva del derecho a la vida, la asisten-
cia médica obligatoria [...] no vulnera dicho derecho fundamental, porque en 
éste no se incluye el derecho a prescindir de la propia vida, ni es constitucional-
mente exigible a la Administración penitenciaria que se abstenga de prestar 
una asistencia médica que, precisamente, va dirigida a salvaguardar el bien de 
la vida que el artículo 15 de la Constitución protege. 
[...] Este mismo precepto constitucional garantiza el derecho a la integri-
dad física y moral, mediante el cual se protege la inviolabilidad de la persona, 
no sólo contra ataques dirigidos a lesionar su cuerpo o espíritu, sino también 
contra toda clase de intervención en esos bienes que carezca del consentimiento 
de su titular. 
Por ello este derecho constitucional resultará afectado cuando se imponga 
a una persona asistencia médica en contra de su voluntad, que puede venir 
determinada por los más variados móviles y no sólo por el de morir y, por 
consiguiente, esa asistencia médica coactiva constituirá limitación vulneradora 
del derecho fundamental, a no ser que tenga justificación constitucional. 
[...] 
[P]rocede examinar [, por tanto,] si la asistencia médica que autoriza la 
resolución recurrida viene justificada en la protección de derechos o valores 
constitucionalmente reconocidos y si, en su caso, cumple la condición de ser 
proporcionada en atención a la situación de aquellos a los que se impone. 
Y aquí debemos recordar que [...] la asistencia médica se impone en el 
marco de la relación de sujeción especial que vincula a los solicitantes de amparo 
con la Administración penitenciaria, y que ésta, en virtud de tal situación 
especial, viene obligada a velar por la vida y la salud de los internos sometidos 
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a su custodia; deber que le viene impuesto por el art. 3.4 de la LOGP, que es 
la Ley a la que se remite el art. 25.2 de la Constitución como la habilitada para 
establecer limitaciones a los derechos fundamentales de los reclusos, y que tiene 
por finalidad, en el caso debatido, proteger bienes constitucionalmente consagra-
dos, como son la vida y la salud de las personas. 
Siendo indudable que el ayuno voluntario llevado hasta sus últimas conse-
cuencias genera necesariamente, en un momento determinado, peligro de 
muerte, la asistencia médica obligatoria para evitar ese peligro se manifiesta 
como un medio imprescindiblemente necesario para evitar la pérdida del bien 
de la vida de los internos, que el Estado tiene obligación legal de proteger 
acudiendo, en último término, a dicho medio coactivo, al menos si se trata de 
presos declarados en huelga de hambre reivindicativa cuya finalidad no es la 
pérdida de la vida. 
Con el cumplimiento de ese deber del Estado no se degrada el derecho a la 
integridad física y moral de los reclusos, pues la restricción que al mismo consti-
tuye la asistencia médica obligatoria se conecta causalmente con la preservación 
de bienes tutelados por la Constitución [...], entre ellos, el de la vida que, en 
su dimensión objetiva, es "un valor superior del ordenamiento jurídico 
constitucional" y [un] "supuesto ontológico sin el que los restantes derechos 
no tendrían existencia posible" ». 
3. PROTECCIÓN DE LA VIDA Y AUTORIZACIÓN JUDICIAL PARA 
LA REALIZACIÓN DE TRANSFUSIONES DE SANGRE RECHAZA-
DAS POR MOTIVOS RELIGIOSOS 
El ATC 369/1984, de 20 de junio, creo que puede decirse que tem-
pranamente (en el cuarto año de actuación jurisdiccional del Tribunal 
Constitucional), apuntó ya que: 
«[E]/ derecho garantizado a la libertad religiosa por el art. 16.1 de la Cons-
titución tiene como límite la salud de las personas, según dicho art. 3, y en pro 
de ella actuó el Magistrado-Juez, otorgando autorización para [la práctica de 
unas] transfusiones sanguíneas, [...] [observando en el caso] la diligencia 
exigible en el cumplimiento de su deber, al poder confiar en la solicitud de los 
diversos médicos que atendían a la [...] enferma, que habrían valorado la ur-
gente necesidad, para conservar su vida, de la intervención constituida por 
transfusión de sangre, actuando con arreglo a la lex artis y a sus conocimientos 
técnicos y profesionales». 
Y la conocida, pero no siempre correctamente leída, STC 154/2002, 
de 18 de julio (ponencia del Magistrado don Pablo Cachón Villar), 
72 
1. ALGUNOS PRONUNCIAMIENTOS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL QUE... 
afrontó un caso en el cual confluían los derechos fundamentales, de una 
parte, a la libertad religiosa (art. 16.1 CE), y, de otra, a la vida, a la 
integridad física y moral y a no ser sometido a torturas ni a tratos inhu-
manos o degradantes (art. 15 CE). 
En esta Sentencia se otorgó el amparo demandado por los padres 
de un menor de 13 años de edad, gravemente enfermo, condenados 
como autores de un delito de homicidio por omisión al no haber consen-
tido, ni impuesto, ni llevado al menor al convencimiento de la necesidad 
de que se practicara una transfusión de sangre que todos los facultativos 
que prestaron asistencia médica a su hijo consideraron necesaria para 
salvarle la vida. El menor falleció tras haberse a la postre efectuado la 
transfusión que, desde el primer momento, se entendió por los facultati-
vos precisa, pero que, cuando finalmente se llevó a cabo, resultó in- 
fructuosa. 
Los hechos, complejos, del caso pueden resumirse así: La caída de 
una bicicleta provocó serias hemorragias a un menor de edad, que fue 
conducido por sus padres a diversos centros sanitarios en los cuales se 
diagnosticó que se encontraba en una situación de alto riesgo hemorrá-
gico, cuyo tratamiento requería una transfusión de plaquetas. Los pa-
dres y el hijo manifestaron que su religión no permitía aceptar la terapia 
consistente en la práctica de una transfusión de sangre y demandaron 
que se recurriera a un tratamiento alternativo. Los facultativos conside-
raron que no cabía la posibilidad de aplicar al paciente ningún otro 
recurso terapéutico, inexistente, según sus conocimientos profesionales, 
en el estado actual de la técnica médica, y advirtieron que corría peligro 
la vida del enfermo confiado a sus cuidados si no se llevaba a cabo la 
transfusión, por lo que solicitaron la pertinente autorización judicial 
para efectuarla. Dicha autorización fue concedida de inmediato. Los pa-
dres la acataron y no se opusieron a que se ejecutara, pero el menor la 
rechazó con terror; los médicos estimaron que practicarla en tal estado 
podría provocar una hemorragia cerebral del paciente; para precaver 
este grave riesgo intentaron persuadir al menor a que accediera a recibir 
el tratamiento que entendían preciso e insustituible por ningún otro, y, 
al no lograrlo, solicitaron de los padres que le persuadieran a aceptarlo. 
Los padres no accedieron a intentar convencer a su hijo a que se some-
tiera a la intervención aconsejada por los facultativos, por considerar 
que tal actuación sería contraria a preceptos imperativos y esenciales 
de su religión. Tras algunas significativas vicisitudes, después de haber 
realizado diversas consultas a distintos especialistas y efectuado varios 
traslados a otros centros hospitalarios, en los cuales se reiteraron los 
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mismos comportamientos de los facultativos, de los padres y del menor, 
se procedió finalmente a practicar la transfusión ordenada por la autori-
dad judicial, sin contar con la voluntad de los acusados pero sin que 
éstos intentaran impedirla. El menor falleció finalmente. 
En el caso [...] el menor expresó con claridad, en ejercicio de su derecho a 
la libertad religiosa y de creencias, una voluntad, coincidente con la de sus 
padres, de exclusión de determinado tratamiento médico. [...] 
[• •] 
[Pero] lo que fundamentalmente interesa [aquí] es subrayar el hecho en 
sí de la exclusión del tratamiento médico prescrito, con independencia de las 
razones que hubieran podido fundamentar tal decisión. Más allá de las razones 
religiosas que motivaban la oposición del menor, [...] cobra especial interés el 
hecho de que, al oponerse el menor a la injerencia ajena sobre su propio cuerpo, 
estaba ejercitando un derecho de autodeterminación que tiene por objeto el pro-
pio sustrato corporal —como distinto del derecho a la salud o a la vida— y que 
se traduce en el marco constitucional como un derecho fundamental a la integri-
dad física (art. 15 CE). 
[...] 
En el recurso de amparo se alega [...] el error de la Sentencia impugnada 
al establecer «la irrelevancia del consentimiento u oposición de un niño menor 
de trece años de edad, máxime cuando, como en este caso, está en juego su 
propia vida». 
Es cierto que el Ordenamiento jurídico concede relevancia a determinados 
actos o situaciones jurídicas del menor de edad. Así, los actos relativos a los 
derechos de la personalidad (entre los que se halla precisamente el de integridad 
física), de los que queda excluida la facultad de representación legal que tienen 
los padres en cuanto titulares de la patria potestad, según explícitamente pro-
clama el art. 162.1 del Código civil; tal exclusión, por otra parte, no alcanza al 
deber de velar y cuidar del menor y sus intereses. También cabe señalar diversos 
actos conducentes a la creación de efectos jurídicos o a la formalización de 
determinados actos jurídicos, como son, entre otros, los relativos a la capacidad 
para contraer matrimonio, para testar, para testificar, para ser oído a fin de 
otorgar su guarda o custodia a uno de los progenitores. Y asimismo, en el 
ámbito penal, para la tipificación de determinados delitos. 
Ahora bien, el reconocimiento excepcional de la capacidad del menor res-
pecto de determinados actos jurídicos, como los que acaban de ser mencionados, 
no es de suyo suficiente para, por vía de equiparación, reconocer la eficacia 
jurídica de un acto —como el ahora contemplado— que, por afectar en sentido 
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negativo a la vida, tiene, como notas esenciales, la de ser definitivo y, en conse-
cuencia, irreparable. 
De las consideraciones precedentes cabe concluir que, [...] es obligado te-
ner en cuenta diversos extremos. En primer lugar, el hecho de que el menor 
ejercitó determinados derechos fundamentales de los que era titular: el derecho 
a la libertad religiosa y el derecho a la integridad física. En segundo lugar, la 
consideración de que, en todo caso, es prevalente el interés del menor, tutelado 
por los padres y, en su caso, por los órganos judiciales. En tercer lugar, el valor 
de la vida, en cuanto bien afectado por la decisión del menor: según hemos 
declarado, la vida, «en su dimensión objetiva, es "un valor superior del ordena-
miento jurídico constitucional" y "supuesto ontológico sin el que los restantes 
derechos no tendrían existencia posible"». En cuarto lugar, los efectos previsi-
bles de la decisión del menor: tal decisión reviste los caracteres de definitiva e 
irreparable, en cuanto conduce, con toda probabilidad, a la pérdida de la vida. 
En todo caso no hay datos suficientes de los que pueda concluirse con 
certeza que el menor fallecido tuviera la madurez de juicio necesaria para asu-
mir una decisión vital, como la que nos ocupa. Así pues, la decisión del menor 
no vinculaba a los padres respecto de la decisión que ellos, a los efectos ahora 
considerados, habían de adoptar. 
Pero ello no obstante, es oportuno señalar que la reacción del menor a 
los intentos de actuación médica pone de manifiesto que había en aquél unas 
convicciones y una consciencia en la decisión por él asumida que, sin duda, no 
podían ser desconocidas ni por sus padres, a la hora de dar respuesta a los 
requerimientos posteriores que les fueron hechos, ni por la autoridad judicial, 
a la hora de valorar la exigibilidad de la conducta de colaboración que se les 
pedía a éstos. 
[...] 
[También debe recordarse que] el derecho fundamental a la vida tiene 
«un contenido de protección positiva que impide configurarlo como un derecho 
de libertad que incluya el derecho a la propia muerte». En definitiva, la decisión 
de arrostrar la propia muerte no es un derecho fundamental sino únicamente 
una manifestación del principio general de libertad que informa nuestro texto 
constitucional, de modo que no puede convenirse en que el menor goce sin 
matices de tamaña facultad de autodisposición sobre su propio ser. 
[E]s oportuno señalar que los padres [...] llevaron al hijo a los hospitales, 
lo sometieron a los cuidados médicos, no se opusieron nunca a la actuación de 
los poderes públicos para salvaguardar su vida e incluso acataron, desde el 
primer momento, la decisión judicial que autorizaba la transfusión, bien que 
ésta se llevara a cabo tardíamente (concretamente, cuando se concedió una se- 
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gunda autorización judicial, varios días después de la primera). Los riesgos para 
la vida del menor se acrecentaron, ciertamente, en la medida en que pasaban los 
días sin llegar a procederse a la transfusión, al no conocerse soluciones alterna-
tivas a ésta, si bien consta, en todo caso, que los padres siguieron procurando 
las atenciones médicas al menor. 
Partiendo de las consideraciones expuestas cabe concluir que la exigencia 
a los padres de una actuación suasoria o de una actuación permisiva de la 
transfusión lo es, en realidad, de una actuación que afecta negativamente al 
propio núcleo o centro de sus convicciones religiosas. Y cabe concluir también 
que, al propio tiempo, su coherencia con tales convicciones no fue obstáculo 
para que pusieran al menor en disposición efectiva de que sobre él fuera ejercida 
la acción tutelar del poder público para su salvaguarda, acción tutelar a cuyo 
ejercicio en ningún momento se opusieron. 
En definitiva [...] y en el presente caso, la condición de garante de los 
padres no se extendía al cumplimiento de tales exigencias. 
4. DERECHO A LA INTEGRIDAD FÍSICA Y MORAL, A LA PROTEC-
CIÓN DE LA SALUD, A LA LIBERTAD DE PROCREACIÓN Y AL 
EJERCICIO DE LA SEXUALIDAD Y ESTERILIZACIÓN DE 
INCAPACES 
En este delicado tema ha de recordarse la doctrina sentada en la 
STC 215/1994, de 14 de julio (ponencia del Magistrado don Fernando 
García-Mon y González-Regueral), dictada en una cuestión de inconsti-
tucionalidad suscitada en relación con el párrafo segundo del art. 428 
del CP en la redacción dada por la L.O. 3/1989, texto en lo que ahora 
nos interesa sustancialmente coincidente con el del art. 156 del vigente 
CP. La disposición cuestionada establece que: 
«[E]l consentimiento libre y expresamente emitido exime de responsabili-
dad penal en los supuestos de trasplante de órganos efectuados con arreglo a lo 
dispuesto en la Ley, esterilizaciones y cirugía transexual realizada por facultati-
vos, salvo que el consentimiento se haya obtenido viciadamente, o mediante 
precio o recompensa, o el otorgante fuera menor o incapaz, en cuyo caso no 
será válido el prestado por éstos ni por sus representantes legales. [...]: 
Sin embargo no será punible la esterilización de persona incapaz que ado-
lezca de grave deficiencia psíquica cuando aquélla haya sido autorizada por el 
Juez a petición del representante legal del incapaz, oído el dictamen de dos 
especialistas, el Ministerio Fiscal y previa exploración del incapaz. 
[—] 
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[Es] [...] un hecho ciertamente indiscutible: que los deficientes psíquicos 
tienen los mismos derechos que los demás ciudadanos. En apoyo de esta asevera-
ción incuestionable [se] cita[n] los artículos 10 y 49 de la Constitución y [...] 
la Declaración de los Derechos del Retrasado Mental, aprobada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 20 de diciembre de 1971, que concluye con 
estas palabras: "La persona mentalmente retrasada tiene, por encima de todos 
los demás, el derecho de ser respetada". [...]. 
[ •] 
El núcleo de la cuestión planteada está, pues, referido a la posibilidad o 
imposibilidad de arbitrar una fórmula que, sin vulnerar el art. 15 de la Consti-
tución, permita suplir o sustituir el consentimiento consciente de las personas 
capaces por una autorización judicial que, a solicitud de los representantes 
legales y ante la imposibilidad de ser prestada por una persona incapaz que 
adolezca de grave deficiencia psíquica, cumpla la misma finalidad despenaliza-
dora que se establece en la primera parte del párrafo segundo del art. 428 del 
CP para las personas capaces. 
[. 1 
Admitida la corrección constitucional de la autodeterminación de la per-
sona en orden a su integridad física en [el] supuesto [de esterilización] y en 
los demás que contempla el art. 428 del CP –trasplante de órganos con arreglo 
a lo dispuesto en la Ley y cirugía transexual–, según la reforma de 1983, surge 
inmediatamente, en lo relativo a la esterilización, la conveniencia de que esa 
posibilidad que se otorga a las personas capaces pueda extenderse, exclusiva-
mente en beneficio de ellas, a quienes en razón de grave enfermedad psíquica 
no están capacitados para prestar el consentimiento libre que exige el precepto. 
En principio, si respecto de los disminuidos psíquicos existe el deber constitu-
cional de ampararles especialmente para el disfrute de los derechos que el Título 
I de la Constitución otorga a todos los ciudadanos (art. 49 C.E.), precepto éste 
que concuerda con el art. 1 de la Declaración de los Derechos del Retrasado 
Mental, aprobada por la Asamblea General, de las Naciones Unidas el 20 de 
diciembre de 1971 ("el retrasado mental debe gozar, hasta el máximo grado de 
viabilidad, de los mismos derechos que los demás seres humanos") habrá de 
concluirse que el inciso cuestionado del art. 428 del CP no plantea realmente un 
problema de posible vulneración del art. 15 C.E. en lo concerniente al derecho "a 
la integridad física y moral" –aunque ciertamente afecta a ese derecho–, sino 
que tiene una dimensión diferente: precisar si el derecho a la autodeterminación 
que a las personas capaces reconoce el párrafo segundo del art. 428 del CP es 
susceptible de ser otorgado también, a solicitud de sus representantes legales y 
en los términos que establece el inciso cuestionado, a las personas incapaces 
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que, a causa de una grave deficiencia psíquica, no pueden prestar un consenti-
miento válido. 
Se desprende de este planteamiento que lo que [han de ponderarse] prin-
cipalmente y en primer lugar son las garantías que la norma establece para que 
la autorización judicial, llamada a sustituir el consentimiento de las personas 
capaces, vaya precedida de requisitos suficientes para que la misma esté justifi-
cada en interés prioritario y realmente único del propio incapaz. 
[...] [T]al disposición, referida siempre a un supuesto concreto y excepcio-
nal, excluye radicalmente cualquier política gubernamental sobre la esteriliza-
ción de los deficientes psíquicos, ya que la prevista en el precepto sólo puede 
autorizarse a solicitud de parte legítima por el Juez, es decir por la única autori-
dad a quien la Constitución confiere el poder de administrar justicia que, dotada 
de independencia y de imparcialidad, reúne, no sólo las mayores garantías cons-
titucionalmente exigibles, sino que [es la única a la cual] podría encomendar 
el legislador tan trascendente como delicada misión. La intervención judicial, 
por tanto, es inexcusable para que pueda otorgarse la autorización, no para 
que tenga que otorgarse, constituyendo la principal garantía a la que están 
subordinadas todas las demás. 
La solicitud de quienes ostenten la representación legal del incapaz, sin la 
cual no se puede iniciar el procedimiento de autorización judicial, es la segunda 
garantía o requisito necesario que contempla el precepto: "cuando aquélla —la 
autorización— haya sido autorizada por el Juez a petición del representante legal 
del incapaz". Por tanto, sea cual fuere la gravedad de la deficiencia, ninguna 
esterilización ha de acordarse judicialmente de no existir la solicitud mencio-
nada. Añádase que la "petición del representante legal" de que habla el art. 428 
del CP en el inciso cuestionado presupone lógicamente —tratándose como se 
trata de deficientes psíquicos mayores de edad, que son los únicos cuyo consenti-
miento es lícito sustituir mediante semejante petición— una previa incapacita-
ción de los mismos declarada jurisdiccionalmente en otro proceso. Esta incapa-
citación judicial previa se da por supuesta en el Auto de planteamiento cuando 
duda si debiera corresponder a ese mismo Juez otorgar la autorización contro-
vertida. En suma, pues, la necesaria iniciativa de los representantes legales del 
incapaz asegura que la medida no responderá a intereses o directrices exclusivos 
de los poderes públicos; la autorización del Juez garantiza que no responderá a 
intereses espurios de los referidos representantes. 
En tercer lugar, la solicitud deducida por el representante legal del defi-
ciente, aunque presupuesto inexcusable de la decisión del Juez, carece de todo 
efecto automático o determinante sobre el carácter positivo de ésta. La deficien-
cia psíquica del incapaz cuya esterilización se interesa debe ser una deficiencia 
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"grave", consecuentemente, generadora de la imposibilidad de comprender los 
aspectos básicos de su sexualidad y de la medida de intervención corporal cuya 
autorización su representante legal promueve. La grave deficiencia psíquica ha 
de ser verificada por el juzgador, no sólo a través de los dictámenes de los 
especialistas que exige el precepto, sino también por la propia exploración judi-
cial del incapaz. 
[Y], finalmente, el procedimiento en el que ha de resolverse el otorgamiento 
o denegación de la autorización solicitada cuenta con la preceptiva intervención 
del Ministerio Fiscal, quien, como es obvio, debe pronunciarse acerca de la 
concurrencia o no de los requisitos formales (previa declaración judicial de inca-
pacidad y nombramiento de representante legal, fehaciencia de la petición de 
esterilización formulada por el mismo, emisión de los dictámenes de los especia- 
listas y exploración del incapaz por el Juez) y materiales que antes se han 
indicado. 
Podrá entenderse que a dichas garantías debieran añadirse otras que, como 
el carácter irreversible de la enfermedad psíquica del incapaz o que la esteriliza- 
ción se lleve a efecto mediante un procedimiento o técnica médica que la haga 
reversible, garantizasen mejor la grave medida cuya autorización se encomienda 
a la autoridad judicial, pero lo cierto es que, ni el precepto impide que tales 
circunstancias u otras posibles se tengan en cuenta por el Juez como motivos 
de su decisión, bien para otorgarla o bien para denegarla[,] ni corresponde a 
este Tribunal otra función que la de determinar si las garantías previstas por 
el legislador son o no suficientes desde un punto de vista constitucional para 
permitir la esterilización de los incapaces. Si lo son, como entendemos que 
ocurre en el precepto cuestionado, no podemos, asumiendo competencias que 
corresponden a otros poderes del Estado, suplir lo establecido por el legislador, 
ni concretar cómo ha de interpretarse judicialmente el precepto. Nos basta con 
determinar, en este último aspecto, que la norma, por la importancia del su-
puesto que contempla, no es susceptible de una interpretación extensiva que 
permita convertir en una apertura general lo que está previsto para supuestos 
rigurosamente excepcionales. 
[...] Es indudable que la esterilización cuya autorización contempla la 
norma que examinamos afecta, en cuanto no puede existir el ejercicio de una 
voluntad propia, al derecho fundamental a la integridad física que consagra el 
art. 15 de la Constitución a los deficientes psíquicos concernidos por aquélla, 
puesto que se trata de una intervención corporal, resuelta y practicada sin su 
consentimiento, ablativa de sus potencialidades genéticas e impeditiva, por 
tanto, del ejercicio de su libertad de procreación, que se deriva del libre desarro-
llo de la personalidad proclamado en el art. 10.1 de la Constitución. 
Mediante el derecho a la integridad física y moral [...] "se protege la invio- 
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labilidad de la persona, no sólo contra ataques dirigidos a lesionar su cuerpo o 
espíritu, sino también contra toda clase de intervención en esos bienes que 
carezca del consentimiento de su titular [...] . Este consentimiento, empero, es 
el que, por definición, no puede prestar quien adolezca de grave deficiencia 
psíquica, y de ahí la previsión legal de la autorización que, a instancia de los 
representantes legales del deficiente, ha de conceder o denegar el Juez. El órgano 
proponente cuestiona la licitud constitucional de que quepa sustituir por esta 
autorización judicial aquel consentimiento de imposible prestación en un su-
puesto de "disminución de la integridad" de las personas como es la esteriliza-
ción. Ésta, así, nunca sería admisible, toda vez que no cabe su aceptación por 
el sujeto al que habría de afectar. 
Mas tal objeción, que excluiría a los incapaces de una posibilidad que se 
otorga a las personas capaces, resulta inaceptable porque, llevada a sus últimas 
consecuencias lógicas, conduciría a rechazar cualquier tratamiento médico —y 
sobre todo una intervención quirúrgica ablatoria— indispensable para la vida o 
simplemente beneficiosa para la salud de los deficientes psíquicos graves. La 
propia esterilización puede estar médicamente indicada a los señalados fines. El 
problema de la sustitución del consentimiento en los casos de inidoneidad del 
sujeto para emitirlo, atendida su situación de grave deficiencia psíquica, se 
convierte, por tanto, en el de la justificación y proporcionalidad de la acción 
interventora sobre su integridad corporal; una justificación que únicamente ha 
de residir, siempre en interés del incapaz, en la concurrencia de derechos y 
valores constitucionalmente reconocidos cuya protección legitime la limitación 
del derecho fundamental a la integridad física que la intervención entraña. 
Que quienes padecen una grave deficiencia psíquica no pueden cumplir 
adecuadamente las obligaciones que a los padres impone el art. 39.3 C.E. y que 
son explicitadas en los deberes y facultades que el Código Civil (art. 154) señala 
a los que ejercen la patria potestad es algo perfectamente claro. De ahí que el 
deber constitucional de los padres de prestar asistencia de todo orden a los hijos 
(art. 39.3 C.E.), el reconocimiento, entre otros, del derecho de éstos a la protec-
ción de la salud (art. 43.1 C.E.), y su derecho también a disfrutar de todos los 
que la Constitución establece en su Título I (art. 49 C.E.), aunque no impelen 
al legislador a adoptar una norma como la que estudiamos, la hacen plenamente 
legítima desde la vertiente teleológica, toda vez que la finalidad de esa norma, 
tendente siempre en interés del incapaz a mejorar sus condiciones de vida y su 
bienestar, equiparándola en todo lo posible al de las personas capaces y al desa-
rrollo de su personalidad sin otras trabas que las imprescindibles que deriven 
necesariamente de la grave deficiencia psíquica que padece, permite afirmar su 
justificación y la proporcionalidad del medio previsto para la consecución de 
esos fines. 
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a) Lo primero —la justificación— porque la esterilización del incapaz, por 
supuesto sometida siempre a los requisitos y garantías ya examinados que para 
su autorización judicial impone el art. 428 del CP, le permite no estar sometido 
a una vigilancia constante que podría resultar contraria a su dignidad (art. 
10.1 C.E.) y a su integridad moral (art. 15.1 C.E.), haciendo posible el ejercicio 
de su sexualidad, si es que intrínsecamente lo permite su padecimiento psíquico, 
pero sin el riesgo de una posible procreación cuyas consecuencias no puede 
prever ni asumir conscientemente en razón de su enfermedad psíquica y [dado que], por esa misma causa, no podría disfrutar de las satisfacciones y derechos 
que la paternidad y maternidad comportan, ni cumplir por sí mismo los deberes 
(art. 39.3 C.E.) inherentes a tales situaciones. Pero es que además de los fines 
expuestos que justifican la medida de esterilización para ambos sexos, y que en 
modo alguno pueden calificarse de ilegítimos o innobles, en la mujer [ésta puede resultar más conveniente] por las consecuencias fisiológicas del emba-
razo. La paciente de una grave enfermedad psíquica no alcanzará a comprender 
las mutaciones que experimenta su cuerpo, ni las molestias e incluso sufrimien-
tos que lleva aparejada la gestación y, menos aún, el final traumático y doloroso 
del parto. Por tanto, si entendemos justificada la esterilización prevista en el 
inciso cuestionado en ambos sexos, en la mujer deficiente mental está aún más 
justificada para evitar unas consecuencias que, incomprensibles para ella, pue-
den dañar más aún su estado psíquico por las consecuencias físicas que produce 
el embarazo. 
b) Cuestión distinta es que la disposición controvertida, autorizante de 
una limitación del derecho fundamental a la integridad física y por ello preci-
sada de la justificación ya examinada, sea además lícita desde la vertiente de 
su proporcionalidad, es decir, que la intervención corporal prevista sea necesaria 
para conseguir el fin legítimo que la inspira y que no entrañe otras consecuen-
cias para las personas afectadas que la privación, a ser posible reversible (como 
ocurre en un alto porcentaje en el caso de la ligadura de trompas), de sus 
potencialidades genésicas. 
[Claro es que resulta indudableque] [...] la proporcionalidad desapare-
cería si la previsión legal pudiera constituir un atentado al derecho fundamental 
a la vida de los deficientes psíquicos, pero este riesgo, al margen del normal 
que comporta toda intervención quirúrgica, únicamente podría producirse si la 
resolución judicial autorizante se adoptara no obstante constar en el dictamen 
de los especialistas el grave riesgo que para la salud de aquéllos habría de signi- 
ficar la esterilización solicitada por sus representantes. De ahí que el respeto a 
los derechos a la vida y a la integridad física y moral de tales personas requiere 
del Juez que interese de los peritos especialistas que han de dictaminar que se 
pronuncien acerca de la existencia de semejante riesgo, pues, de concurrir éste, 
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ninguno de los bienes jurídico-constitucionales cuya tutela pudiera perseguir 
el precepto cuestionado justificaría, por la patente desproporción entre medios 
y fines, una decisión judicial autorizante de la esterilización». 
5. LA TUTELA FRENTE AL RIESGO A LA SALUD QUE SUPONE LA 
DESTINACIÓN A UN PUESTO DE TRABAJO DE UN TRABAJA-
DOR BAJO LAS ÓRDENES DE UNA PERSONA DENUNCIADA 
POR ÉL 
La Sentencia 160/2007, de 2 de julio (ponencia de la Magistrada 
doña María Emilia Casas Baamonde), se pronunció en los siguientes 
términos al resolver la demanda de amparo de una trabajadora que ale-
gaba la vulneración (entre otros) de su derecho a la integridad física y 
moral por haber sido destinada a un puesto de trabajo en el que resul-
taba situada a las órdenes de una persona contra la que había presen-
tado reiteradas denuncias sobre el gasto en el Centro en que prestaba 
servicios así como por la desaparición de materiales en él, las cuales 
dieron lugar a la incoación de un expediente disciplinario al Jefe del 
Centro, expediente en el que prestó declaración la recurrente: 
«[...] [O]bligar [a la demandante de amparo] a trabajar bajo las órde 
nes de la persona a quien en su día denunció, como acordó el Imsalud, consti 
tuía un evidente riesgo para su salud [...] 
[...] 
[...] [E]/ art. 15 CE ampara de forma autónoma el derecho fundamental a 
"la integridad física y moral", y [...] [el] ámbito constitucionalmente garanti-
zado [por tal derecho] protege "la inviolabilidad de la persona, no sólo contra 
ataques dirigidos a lesionar su cuerpo o espíritu, sino también contra toda clase 
de intervención en esos bienes que carezca del consentimiento de su titular" 
[...] el derecho a que no se dañe o perjudique la salud personal queda también 
comprendido en el derecho a la integridad personal aunque no todo supuesto 
de riesgo o daño para la salud implica] una vulneración del derecho fundamen-
tal, sino tan sólo aquél que genere un peligro grave y cierto para la misma. 
Esta última concreción de la tutela propia de la integridad personal, en 
consecuencia, no implica situar en el ámbito del art. 15 CE una suerte de 
cobertura constitucional frente a cualquier orden de trabajo que en abstracto, 
apriorística o hipotéticamente pudiera estar contraindicada para la salud; su-
pone únicamente admitir que una determinada actuación u omisión de la em-
pleadora en aplicación de su[s] facultades de especificación de la actividad labo-
ral podría comportar, en ciertas circunstancias, un riesgo o daño para la salud 
de la persona trabajadora cuya desatención conllevara la vulneración del dere- 
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cho fundamental citado. [.. .][T]al actuación u omisión podría afectar al ámbito 
protegido por el art. 15 CE cuando tuviera lugar existiendo un riesgo consta-
tado de producción cierta, o potencial pero justificado ad casum, de la causa-
ción de un perjuicio para la salud, es decir, cuando se genere con la orden de 
trabajo un riesgo o peligro grave para ésta. 
[...] [P]ara apreciar la vulneración del art. 15 CE [...] no será preciso 
que la lesión de la integridad se haya consumado, lo que convertiría la tutela 
constitucional en una protección ineficaz ex post, bastando por el contrario 
que se acredite un riesgo relevante de que la lesión pueda llegar a producirse. 
[. • • 
[...] [Por ello, al haberse constatado que en el caso] se produjo una 
agravación con ocasión de la reincorporación [al] puesto de trabajo [de la de-mandante de amparo, y que resultaba acreditado] [...] incluso [el] carác-ter contraindicado [de su destino] [...] 
[...] [Y] que la actora sufre una depresión, y ésta tiene su causa en el 
traslado ordenado, por volver a coincidir con el Jefe de servicio al que en su día 
denunció [...] 
[...] 
[...], [aun cuando] es patente que [la] orden de prestación de servicios 
bajo la dirección de una persona a la que se denunció no puede calificarse, 
apriorísticamente, como perjudicial o dañosa en todo caso para la salud [y 
que] [...] no cabe presumir iuris et de iure que cause irremediablemente un 
menoscabo en la salud de quien realizó la acusación el hecho de volver a coinci-
dir en el lugar de trabajo o la reproducción tras la denuncia de las previas 
posiciones directivas y de dependencia de las partes del conflicto. 
Es obvio, no obstante, que [ciertas] dificultades serán previsibles en un 
ambiente laboral semejante, al igual que los riesgos potenciales de perjuicio a 
la salud aparejados. Esa previsibilidad es un factor decisivo y hace decaer la 
lógica que explícita la Sentencia recurrida en amparo, pues constituye en sí 
misma considerada un indicio de la objetividad del riesgo. [...] 
Esa pauta de aproximación constitucional determinará la suficiencia de la 
justificación del riesgo, peligro o daño grave para la salud, con el desencadena-
miento consiguiente de la protección propia del art. 15 CE, tanto cuando se 
demuestren problemas sucesivos a la denuncia entre el denunciante y el denun-
ciado, relacionados con los hechos previos, y que menoscaben o puedan llegar a 
menoscabar psicológicamente al denunciante por derivarse de ellos un riesgo 
de producción cierta, o incluso potencial, de la causación de un perjuicio para 
su salud; como también, lo que conecta directamente con el caso de autos, 
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cuando exista una acreditación de la misma relación de causalidad entre los 
antecedentes y el cuadro psicopatológico motivada por una vivencia anticipada 
de lo que será el nuevo ambiente laboral posterior a la denuncia, con estados 
de ansiedad, grave inquietud, terror, angustia, sentimiento de inferioridad u 
otras perturbaciones psíquicas y trastornos similares que impliquen un menos-
cabo o riesgo grave para la salud. Es obvio que las circunstancias no afectan a 
cualquier persona por igual, pero también lo es que la previsibilidad del riesgo 
en estos casos resulta fuertemente indiciaria, actualizando la necesidad de la 
tutela del art. 15 CE si el problema grave de salud aparece unido a datos fácticos 
que revelen una conexión directa con los hechos previos. Los criterios decisivos 
son, por tanto, la relación de causalidad indicada y la constatación del riesgo o 
daño para la salud, de suerte que una medida del empleador que provoque éstos 
en una situación como la enjuiciada deberá calificarse como contraria a aquel 
derecho fundamental». 
6. DERECHO A LA VIDA, Y A LA INTEGRIDAD FÍSICA Y A LA SA-
LUD Y ASIGNACIÓN A LA MUJER DE FUNCIONES CONTRAIN-
DICADAS AL ESTADO DE EMBARAZO 
En la STC 62/2007, de 27 de marzo (ponencia del Magistrado don 
Javier Delgado Barrio), se resolvió un recurso de amparo en el cual se 
denunciaba la vulneración de los derechos a la vida, a la integridad 
física y a la salud por la asignación a una funcionaria interina de funcio-
nes contraindicadas a su estado de embarazo. 
«[En su resolución el Tribunal Constitucional ha examinado] en pri-
mer lugar si una actuación de la Administración como la que denuncia la 
demandante puede ser incluida en el ámbito de protección del art. 15 CE que, 
entre otros, ampara de forma autónoma el derecho fundamental a "la integridad 
física y moral". En relación con tal derecho, [el] Tribunal ha tenido [ya] ocasión 
de señalar que su ámbito constitucionalmente garantizado protege "la inviolabi-
lidad de la persona, no sólo contra ataques dirigidos a lesionar su cuerpo o 
espíritu, sino también contra toda clase de intervención en esos bienes que 
carezca del consentimiento de su titular". Estos derechos, destinados a proteger 
la "incolumidad corporal" han adquirido también una dimensión positiva en 
relación con el libre desarrollo de la personalidad, orientada a su plena efectivi-
dad, razón por la que se hace imprescindible asegurar su protección, no sólo 
frente a las injerencias ya mencionadas, sino también frente a los riesgos que 
puedan surgir en una sociedad tecnológicamente avanzada. Por otra parte el 
derecho a que no se dañe o perjudique la salud personal queda comprendido en 
el derecho a la integridad personal, si bien no todo supuesto de riesgo o daño 
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para la salud implica una vulneración del derecho fundamental, sino tan sólo 
aquél que genere un peligro grave y cierto para la misma. 
De todo lo dicho se deduce que el derecho a la integridad física podría verse 
lesionado no sólo por acciones sino también por omisiones de los poderes públi-
cos —como podría ser el caso de la inactividad del Servicio Andaluz de Salud 
una vez conocida la situación de embarazo 1...J— constando el riesgo potencial 
para dicho estado de las funciones encomendadas [...] 
Ello no implica situar en el ámbito del art. 15 CE una suerte de cobertura 
constitucional frente a cualquier orden de trabajo que en abstracto, apriorística 
o hipotéticamente pudiera estar contraindicada para la salud, y en concreto para 
el desarrollo sin trastornos peligrosos de la gestación, pero sí supone admitir que 
una determinada actuación u omisión de la empleadora en aplicación de su 
facultades de especificación de la actividad laboral podría comportar, en ciertas 
circunstancias, un riesgo o daño para la salud cuya desatención conllevara la 
vulneración del derecho fundamental que aquí se invoca. En particular, desde 
la perspectiva constitucional que nos compete, tal actuación u omisión podría 
afectar al ámbito protegido por el art. 15 CE cuando tuviera lugar existiendo 
un riesgo constatado de producción cierta, o potencial pero justificado ad ca-sum, de la causación de un perjuicio para la salud de la trabajadora o del feto, 
es decir, cuando se generara con la orden de trabajo un riesgo o peligro grave 
para la salud de aquélla o para el del hijo en gestación. Precisamente por esa 
razón, para apreciar la vulneración del art. 15 CE en esos casos no será preciso 
que la lesión de la integridad se haya consumado, lo que convertiría la tutela 
constitucional en una protección ineficaz ex post, bastando por el contrario que 
se acredite un riesgo relevante de que la lesión pueda llegar a producirse [...] 
[. ..] 
Es determinante que [a través de una] reclamación previa [se produjera] 
el conocimiento por parte de la Administración de que estaba comprometido un 
factor protegido (el embarazo de la trabajadora) y que, por consiguiente, de 
mantenerse las funciones asignadas a la actora, podían ponerse en peligro dere-
chos consagrados en el art. 15 CE. Desde esta aproximación, la inactividad 
administrativa a partir del conocimiento de dicho dato, permaneciendo pasiva 
desde aquella fecha sín ocuparse de anular el acto previo o de dictar uno que lo 
sustituyera en cumplimiento de la normativa aplicable, dio como resultado la 
lesión de los derechos fundamentales invocados [...] 
En efecto, en las relaciones de trabajo nacen una serie de derechos y deberes 
de protección y prevención, legalmente contemplados, que reclaman una lectura 
a la luz de la Constitución, pues no cabe desconectar el nivel jurídico constitu-
cional y el infraconstitucional en estas materias, toda vez que la Constitución 
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reconoce derechos fundamentales como la vida y la integridad física (art. 15 
CE), lo mismo que el derecho a la salud (art. 43 CE), y ordena a los poderes 
públicos velar por la seguridad e higiene en el trabajo (art. 40.2 CE). En rela-
ción con todo ello, la lectura de diversos artículos de la Ley 31/1995, de 8 
de noviembre, de prevención de riesgos laborales (LPRL), permite conocer la 
concreción legal que en el ámbito de la prestación de trabajo ha tenido la protec-
ción constitucional que impone esa tutela del trabajador, por virtud de las exi-
gencias de diversos derechos constitucionales, entre ellos de los consagrados en 
el art. 15 CE. 
Dicha Ley, como se sabe, es una norma de aplicación tanto en el ámbito 
de las relaciones laborales reguladas en el texto refundido de la Ley del estatuto 
de los trabajadores, como en el de las relaciones de carácter administrativo o 
estatutario del personal al servicio de las Administraciones públicas, con las 
peculiaridades que, en este caso, se contemplan en la propia Ley o en sus normas 
de desarrollo. Así, su art. 14, dispone que los trabajadores tienen derecho a una 
protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo, y que el citado 
derecho supone la existencia de un correlativo deber del empresario de protec-
ción de los trabajadores frente a los riesgos laborales, señalándose expresamente 
que este deber de protección constituye, igualmente, un deber de las Adminis-
traciones públicas respecto del personal a su servicio. 
En cumplimiento del deber de protección, decía la misma Ley en la versión 
aplicable al presente caso (luego parcialmente modificada por el art. 2.1 de la 
Ley 54/2003, de 12 diciembre, de reforma del marco normativo de la prevención 
de riesgos laborales), el empresario (la Administración empleadora, en esta oca-
sión) deberá garantizar la seguridad y la salud de los trabajadores a su servicio 
en todos los aspectos relacionados con el trabajo, imponiéndole, en relación con 
ello y en el marco de sus responsabilidades, la prevención de los riesgos laborales 
mediante la adopción de cuantas medidas sean necesarias para la protección de 
la seguridad y la salud de los trabajadores. En particular, en lo relativo a la 
protección de la maternidad, se establecen en el art. 26 obligaciones en la eva-
luación de los riesgos, que deberá comprender la determinación de la naturaleza, 
el grado y la duración de la exposición de las trabajadoras en situación de 
embarazo o parto reciente a agentes, procedimientos o condiciones de trabajo 
que puedan influir negativamente en su salud o en la del feto, en cualquier 
actividad susceptible de presentar un riesgo específico, con obligación de adop-
ción de las medidas necesarias para evitar la exposición a éste si los resultados 
de la evaluación revelasen un riesgo para la seguridad y la salud o una posible 
repercusión sobre el embarazo o la lactancia de las citadas trabajadoras. 
Se contempla, a tal fin, una adaptación de las condiciones o del tiempo de 
trabajo de la trabajadora afectada o, alternativamente, cuando la adaptación de 
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las condiciones o del tiempo de trabajo no resultase posible o, a pesar de tal 
adaptación, las condiciones de un puesto de trabajo pudieran influir negativa-
mente en la salud de la trabajadora embarazada o del feto y así lo certifiquen 
los servicios médicos correspondientes, el desempeño de un puesto de trabajo o 
función diferente y compatible con su estado, incluso no correspondiente a su 
grupo o categoría equivalente, si no existiese puesto de trabajo o función compa-
tible, conservando el derecho al conjunto de retribuciones de su puesto de ori-
gen. También se contempla que, de no ser técnica u objetivamente posible dicho 
cambio, o inexigible por motivos justificados, se declare el paso de la trabajadora 
afectada a la situación de suspensión del contrato por riesgo durante el emba-
razo, contemplada en el art. 45.1 d) del Estatuto de los trabajadores, durante 
el período necesario para la protección de su seguridad o de su salud y mientras 
persista la imposibilidad de reincorporarse a su puesto anterior o a otro puesto 
compatible con su estado. 
Acogiendo ese régimen legal en su dimensión constitucional, esto es, en 
tanto que desarrollo de la tutela propia del derecho fundamental a la integridad 
física de la trabajadora embarazada (art. 15 CE), la lesión se producirá si, desa-
tendiendo esas precisas previsiones legales relativas a la protección de la salud 
de la trabajadora y de su estado de embarazo, el empleador le asigna un activi-
dad peligrosa que genere un riesgo grave para su salud o para la gestación, 
omitiendo las obligaciones de protección y prevención que le competen. 
1 	.1 
Esto así, se concluye que no se tuvo en consideración el derecho fundamen-
tal de la recurrente a su integridad física, de especial intensidad durante el 
embarazo, habiéndose incumplido las obligaciones que concreta la regulación 
tuitiva aplicable (Ley de prevención de riesgos laborales), de las que se hizo 
mención, como expresión que son en el ámbito de la prestación de trabajo de la 
protección constitucional que impone la consagración de los derechos funda-
mentales recogidos en el art. 15 CE. En efecto, a la vista de esos derechos y 
obligaciones y de las conclusiones alcanzadas sobre el riesgo por el juzgador 
con las garantías derivadas de la inmediación (destacando el peligro de sobrees-
fuerzo y el riesgo de transmisión vertical de antropozoonosis), el mantenimiento 
del acto de fecha 2 de agosto de 2000 pese a existir un peligro cierto para la 
integridad física de la trabajadora embarazada representa una vulneración di- 
recta del art. 15 CE. 
Por lo demás, aunque no conste que se actualizara como consecuencia del 
acto administrativo ningún tipo de lesión física o de cualquier otra índole, debe 
declarase vulnerado el derecho de la recurrente, sin que pueda oponerse a la 
protección que dispensa el art. 15 CE una inconcebible exigencia de previa 
87 
  
  
    
GUILLERMO J. JIMÉNEZ SÁNCHEZ 
exposición efectiva al riesgo, como se derivaría de la argumentación de la Admi-
nistración (que afirma no haber tomado medidas a la espera de la reincorpora-
ción de la trabajadora tras su baja laboral). Ese planteamiento equivaldría a 
hacer depender la efectividad de la tutela constitucional de la previa puesta en 
peligro de los factores protegidos, o de la consumación de su lesión, lo que sería 
tanto como aceptar la negación de la tutela que la Constitución garantiza en el 
art. 15 CE.». 
7. A MODO DE CONCLUSIÓN: CUESTIONES NO ABORDADAS EN 
LA SUMARIA RECAPITULACIÓN HECHA DE LA DOCTRINA 
CONSTITUCIONAL CONTENIDA EN ALGUNOS PRONUNCIA-
MIENTOS EN QUE SE CONTEMPLAN PROYECCIONES DEL DE-
RECHO A LA VIDA, A LA INTEGRIDAD FÍSICA Y MORAL Y A 
LA PROTECCIÓN A LA SALUD 
Y hasta aquí el excursus que les propuse sobre algunos pronuncia-
mientos del Tribunal del que formo parte en relación con el derecho a 
la vida, a la integridad física y moral y a la protección de la salud. 
Han quedado fuera de él, por la concreción lógica del tema al que debe 
circunscribirse mi intervención y por la obligada limitación del espacio 
funcional y lógicamente asignado a ella, otras cuestiones muy próximas 
a algunos de los tópicos (en el ya indicado —y de censurable empleo—
sentido anglosajón del término) abordados; por ejemplo, el de la tortura 
o las penas o los tratos inhumanos o degradantes (al respecto, además 
de diversas consideraciones incluidas en algunas de las SSTC a las que 
he hecho referencia, en particular en las SSTC 207/1996 —al abordar el 
tema de la práctica de intervenciones corporales obligatorias sobre inter-
nos en establecimientos penitenciarios—, 120/1990, 137/1990 y 11/1991 
—que afrontan los problemas planteados por la alimentación forzosa en 
establecimientos penitenciarios de internos declarados en huelga de 
hambre—, y 154/2002 —que enjuició actuaciones y comportamientos sub-
siguientes al rechazo a una transfusión de sangre por motivos religio-
sos—, podrían tener interés las SSTC 57/1994, de 28 de febrero —en rela-
ción con la desobediencia a órdenes dirigidas a un interno en un 
establecimiento penitenciario de que se desnudara ante un funcionario 
e hiciera flexiones para la práctica de un registro corporal tras haber 
tenido una comunicación especial—; 91/2000, de 4 de mayo —en relación 
a la pena de ergastolo, establecida por el Código Penal italiano, identifi-
cada, quizá sin las debidas precisiones o matizaciones con la «cadena 
perpetua»—, y 196/2006, de 3 de julio —respecto a la orden de proceder 
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a un cacheo integral, es decir, desnudando a un interno en un estableci-
miento penitenciario—). 
Afrontarlas desbordaría el marco de una exposición que debo con-
cluir ya, con la esperanza (de seguro en exceso optimista, si no incluso 
pretenciosa) de que lo apuntado, en términos un tanto contradictoria-
mente apresurados y, a la vez, excesivamente prólijos, pueda haber sus-
citado alguna reflexión y provocado un cierto interés por el contenido 
de las doctrinas constitucionales esbozadas. Si ello fuera así me conside-
raría sobradamente gratificado. Si no hubiera alcanzado tal objetivo per-
mítanme que reitere las excusas que presenté en mis primeras palabras 
y que desvíe la responsabilidad de la mala inversión de su tiempo a 
quienes, en definitiva, son culpables de ello, los directores del Encuentro. 
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